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SENTENCIA INTERLOCU'I'ORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

l-ima. I5 dc octubrc de 2018

 SUNl'O

Recüno de agmvio constitucional interpuesto por Expeditions Pem LPSS Viajes o
Globo IIIRI- contra la rcsolución dc fojas 449, dc 2 de agosto dc 2016, cxpedida por la
Primc¡a Sala Civil dc la Cortc Supcrior de Justicia de Cusco, que declaró improcedente
su dcmanda dc amparo.

I,-UND,\I\'IENTOS

lln l¿ sc¡ltcncia cmitjda en el Dxpediente 00987-2014-PA/TC, publicada en el dirrio
<)11c1al lll PerLúno cl 29 dc agosto dc 2014, cstc T¡ibunal estableció, en el
lundar¡ento 49. con carácter de precedente, que se expedirá scntencia interlocutor¡a
denegatoria, dictada sin más hámite, cüando se presente algxno dc los siguicntcs
supr¡cstos, quc igualmcntc cstán contc¡idos e¡ el artículo 1) clel lleglamento
Normativo del 'l ribunal Constitucional:

dc funda cntación la supuesta vulneración que se invoque.
tenida en cl rccurso no sea de especial trascendencia

invocada contradiga un preccdcnte del T¡ibunal

cuestión Lle Derecho con

Constitucional.
d) Se h¿ya decidido de manera dosestimatoria cn casos sustancialmente iguales

2- En cl presente caso, la cmpresa rccurente solicita la nulidad de: i) la rcsolución 22,
de 22 de agoslo de 2013, que, al dcclarar fundada la demanda sobre dcsalojo
interpucsta por )a Corporación Peruana de Acropuertos y Aviación Comercial SA
(Corpac), ordcnó que cumpla con entregar el ambiente que viene ocupando al
inlerior del aeropuerto Velasco Astcte: y ii) la resolución 30, de 3 de cncro de 2014,
quc corlll¡l¡ó la apelada en todos sus extremos.

3. Sosticne la cmprcsa rccurente que las resoluciones judiciales cuestionadas
vul¡erirn sus derechos a la tutela proccsal cfcctiva y al debido proceso, al haberse
cstimado la dcmaDda sobre desalojo por vencimiento de contrato sin tener cn
cuenta lo dispuesto en los articulos 1'700 y l,703 del Código Civil que establecen: i)
voncido el plazo del contrato, si el arrendata¡io peünanece en el uso dcl bien
arrenclado, no se enticndc que hay renovación tácita, sino la continuación dcl
arendamiento bajo sus mismas estipulacioncs, hasta que el arrendador solicite su
dcvolución; y ii) sc ponc fin a un arendamiento de duración indeterminada dando

) I-a cucstión de Derecho
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4. Al respecto, csta Sala Scgunda del Tribunal Constitucional aprecia que las

rcsoluciones .judiciales cuestionadas (fojas 4 y 9) se encüentran debidaúente
justificadas, toda vez que se sustentan en que Corpac SA, al presentar la demanda
de desalo¡o por vencimiento de conlrato, manifestó su intención de no renovarlo al

exigir jüdicialmc¡te la devolución dcl inmucblc, conformc a lo dispucsto en el

Código Civil que establece las formas de termináción de un contrato, entre las quc
se encuentraD el aviso judicial o exhajudicial de una de las pafes; Io cual resulta
aco¡dc a Derccho. Qucda c1aro, entonces, que ¡o coresponde emith un
pronunciamiento de fondo.

5. En consecuencia, el presente recurso de agravio ha incurrido en la causal de
rechazo prcvista cn cl acápitc b) del ñlndamento 49 de la sentencia emitida en el
Expcdicrtc 00987-2014-PA/TC y en eJ inciso b) del articulo l1 del Reglamento
Normativo del l'ribunal Constitucional. Por esta razón, corcsponde declarar, srn
más trámite, improcedente elrecurso de agravio constitucional.

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la
Co¡stitüción Politica del Perú, y la paficipación del magistrado Espinosa-Saldaña
Barrcra, convocado para dirimir la discordia suscitada por el voto singular dcl
magislrado Ferrero Costa, yel fundamento devoto del magistrado Miranda Canales,
qüe se agrega
Adcmás. se incluye el lundamento de voto del magist¡ado Espinosa-Saldaña Barrera.

It [] s LI,] . \' t.l

Dcclarar IMPROCEDENTE el recu¡so de agravio constituoional, po¡que la cucstió¡
de De¡echo contenida en el recu¡so carecc de espccial trascendencia constitucional.

Publiqucsc y notiliqucsc
,--^

ü,U'üp

Lo

avisojurlicial o extra¡udicial al otro conlratante.
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En el prcscnte caso si bie¡ me encuentro de acuerdo que se declarare Ia improcedencia

del Recurso de Agravio Constitucional, considerc pcrtinelte realizar algunas

precisiones por las cuales cstimo que tal caliñcación.

En el caso de autos la empresa denandante solicita la nulidad de: i) la resolución
22, del22 de agosto de 2013 que declaró fundada la demanda fonnuiada en su

contra por la Coryoración Pen¡ana dc Aeropuerlos y Aviación Comercial SA.
(Corpac) y ordenó que cumpla con entregar el ambiente que vicnc ocupando al

inte¡io¡ del aercpuerto Velasco Astete: y ii) la rcsolución 30, del 3 de enero de

2014, que coniirnró la apelada en todos sus extrcmos.

2. Cabe señalar que, si bien el Código Procesal Constitucional habilita el amparo
contra resoiución judicial, el cual permite al juez constitucional examinar la
presunla inconstitr¡cionalidad de una rcsolución judicial, no es labor de la
jrLsticia constitucioral subrogar aljuez ordinario en la interyretación y aplicacion
dc los disposilivos legales, como tampoco lo es el rcvalo¡ar los medios
probatorios que l'üeron sustalciados en el proceso llevado a cabo ante la juslicia
ordinaria.

3. La empresa recurrcnte en puridad prelende cueslioÍar el c¡iterio adoptado por
los órganos jurisdiccionales demandados para decla¡ar t'undada la demanda y
ordenar la entrega del ambiente del aeropuerto Velasco Astete. En ese sentido, el
Recurso de Agravio Constitucio¡lal carece de especial relevancia constilucional
de confo¡midad con el lileral "b" del lundamento 49 de la sentencia emitida en el
expediente 987-2014-PA/TC y el inciso b) del afiículo l1 del Reglamcnto
Normativo del Tdbunal Consiitucional.

CANAI,ES Lo

s.
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FUNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO ESPINOSA-SAt,DANA
I]ARREItA

2. Fln ese se¡lido, convendría advertir al recr¡rrente que en el ordenam iento j u ríd ico
peruano, conlorme al alículo 4 Código Prooesal Constitucional, la tutela
procesal efectiva incluye al debido proceso en sus diferentes manifestaciones.

3. [n todo caso, aquí ha quedado plenamente acredilado que el recurso de agravio
constilucional no enclienlre respaldo en el contenido constitucionalmente
protegido de los dcrcchos invocados por la pa¡te demandante. Siendo así, se

veritlca que se ha incurrido en la causal de rechazo prevista en el ecápile b) del
f'undamento 49 de la sentencia emitida en el Expediente 00987-20l,{-PAn'C y
en el inciso b) del artículo I I del Reglamento Normativo del Tribunal
Constilucional.

4. Ahora bicn, cncucntro que Ia redacción del proyecto no es lo suflcientemente
clara para explicar las razones por las cuales aquí la cuestión de Derecho
planteada carccc de espccial trascendencia constitucional, confbrme las pautas
establecidas por este Tribunal.

5. ln eleclo. tal corno ha desarrollado este Tribunal Constitr¡cional en reiterada
jurisprudcncia, al momenlo de emilir una sentencia interlocutoria, luego de hacer
mención a las causalcs dc;mprocedencia liminar recogidas en el fundamento,l9
de "Vásquez Romero". corresponde referirse en forma clara, ordcnada y
detallada a la causal específica en la cual habría incurrido el recurso planteado,
así como cumplir con explicar cuáles son los alcances de la causal utilizada.

Coincido con el sentido de lo resuelto por mis colegas. Sin embargo, considero
necesario seña¡ar Io siguiente:

I. Nuestra responsabilidad como jueces constitucionales del Tribunal
Constitucional peruano incluye pronunciarse con resoluciones comprensibles, y
a la vez, rigurosas técnicamente. Si no se toma en cuenta ello, el Tribunal
Constitucional falta a su responsabilidad institucional de concretización de la
Constitución, pues debe hacerse entender a cabalidad en la compresión del
ordcnamiento jurídico conforme a los principios. valores y demás preceptos de
esta misma Constitución.
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6. De este modo, la exposición dc las razoncs por las cuales el recurso incurre en
una causal determinada no solo adquiere mayor claridad, sino también se le
olorga un adecuado orden lógico a Ios argumenlos que lundamentan lo resuelto
cn el caso- Dichas cualidades son ]as que se cspera quc lcnga una decisión
tomada por este l'ribunal, en tanto se trata de un órganojurisdiccional cncargado
dc una labor tan rclevanle oomo lo es Ia tutela de derechos fundamentales.

UJJ s,

Lo qug :cattilicar
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VOI'O SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con la potestad que me otorga la Constitución, y coIl el mayor respeto por la ponencia
de mi colega mágistrado, emito el presente voto singular, para exprcsar respetuosamente
que disiento del precedeüte vi¡culante establecido en la Sentencia 00987-2014-PA/TC,
SENTENCIA INTERLOCUTORIA DENEGATORIA, por los lurdamentos que a
continuación expongo:
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Er, TRTBUNAL CONSTITITCIoNAL coMo coRTf, DE REvrsróN o FALLo y No DE
CASACIÓN

). La Ley FuÍdameÍtal de 1979 estableció que el Tribunal de Garantías
Constitucionales erd un órgano dc control de la CoÍstitución, que tenía jurisdicción
cD todo el teüitorio nacional para conocer, en ría de casación, de los habeas ct,rpus
y amparos dcnegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no
constituía una instancia habilitada para falla¡ en forma deñnitiva sobre la causa. Es
decir. no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
dcrcchos rcconocidus en la Con¡rirución.

3. En ese sentido, la Ley 23385, Ley Orgánica del Tribr.rnal de Garantías
Constitucionales, vigcnte e¡ ese lnomento, estableció, en sus artículos,12 al 46, que
dicho órgano, al encontrar una resolución denegatoria quc ha violado la ley o la ha
aplicado en forma erada o ha incurrido en graves vicios procesales en la
tmmitación y resolución de la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de
señalar la dcficiencia, devolverá los actuados a la Cofle Suprema de Justicia de Ia
República (reenvio) para que emita nuevo fallo siguie[do sus lineamientos,
proccdimiento que, a todas luces, dilataba en exceso los proccsos constitucionales
mencionados

4. Ei modelo de tutela ante amenazas y vulneración de derechos l'ue seriamente
modillcado er la Constitució¡ de 1993. En primer lugar, se amplían los
mccanismos de tutela de dos a cuatro, a sabet, habea., corpus, aanparc, h¿rbeas ddtal
y acción de cumplimiento. En segundo lugar, se crea al Tribunal Constitucional
como órgano de control de la constitucionalidad, aun cuando la Constitución lo
caliñca e óneamenle como "órgano de co[trol de la Constitución". No obstante. en

W1

l. La Constitución de 1979 creó el Tribunal de Garantias Constitucionales como
iüstancia de casación y la Constitución de 1993 conviftió al Tribunal Constitucional
cn i¡stancia de fallo. La Constitución del 79, por primera vez en nuestra historia
constitucional, dispuso la creación de un órgano ad lroc, independiente del Pode¡
Judicial, con la tarca de garalltizar la supremacía constitucional y la vigencia plena
de 10s dereshos lundamentales.
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matc a dc proccsos constitucionales de la libefiad, la Constitución establece que el
Tribunal Conslilucional es inslancia de revisión o fallo-

5. Cabe señalar que la Constitución Política del Perú, en su afiículo 202, inciso 2,
prescribe que corresponde al Tribunal Constitucional "conocer, en úh¡ma y
definitira instanc¡d, las lesolucio es denegatorias dictctdas en los procesos de

habeas corpus, afiparc, habeas deta y acción de cumplimiento"- Esta disposición
constitucional, desde una posición de l¡anca tutela de los derechos fundamentales,
exige que el Tribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se

estima amenazado o agraviado en un derecho fundamental. Una lectum diversa
contravendría mandatos cscnciales de la Constitución, como son el principio de
defensa de la peÉona humana y el rcspeto de su dignidad como lin supremo de la
sociedad y del Estado (ai1ículo l), y "la obsemancia del debido proceso y tutela
jurísd¡ccional. Ninguna persona puede ser desyiada de la jurisdicción
prealelerminada por la ley, ni somet¡da a procedimiento dístinto de los pret¡afiente
estcrblecidos, ni juzgada por órganos jurísdiccionales de excepción ni por
comisiones especiales creatlas al efecto cudlquíera sea su denominación",
consag.ada en el artículo 139, inciso 3.

6. Como se advie¡te, a dife¡cncia de lo que acontece en otros paises, en los cl¡ales el
acceso a la últiúa instancia constitucional tiene lugar por la vía del certiorari
(Suprema Corte de los Estados Unidos), en el Perú el Poder Constituyente optó por
un órgano supremo de interpretación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
cn los llamados procesos de la libertad cua[do el agraviado no haya obtenido una
protección de su derecho en sede del Poder Judicial. En otras palabras, si 1o que
está en discusión cs la supuesta amenaza o lesión de un derecho fundamental, se
debe abrir Ia via correspondiente para que el Tribunal Constitucional pueda
pronunciarse. Pero la apertura de esta vía solo sc produce si se permitc al
peticionante colaborar con los jueces constitucionales mediante un pormenorizado
anclisis dc lo que se prercnde. de lo que se invoca.

7. Lo constitucional es cscucha¡ a la par¡e como concretización de su derecho
irrenunciable a la defensa; además, un Tribunal Constitucional constituye el más
efectivo medio de defensa de los derechos fundamentales frente a los poderes
públicos y privados, lo cual evidencia el triunfo de la justicia frente a la
arbitra¡icdad.

EL DERECHO 
^ 

sER oiDo coi\ro M^NTFESTACIóN Dtr L^ DEMocRA' zAclóN Df, Los
PRocEsos Co¡"srrrucroNAr,ES Dlt LA LTBERTAD

8. t,a administración de justicia constitucional de la liberlad que brinda el Tribunal
Constitucional, desde su creación, es respetuosq como corespo[de, del derecho de

EXP. N.. 04568-2016-PA/TC
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9. Precisamenle, mi alejamiento rcspecto a la emisión de una resolución constitucional
sin ¡calizarse audiencia de vista está relacionado con la defensa, la cual, sólo es
eléctiva cuando eljusticiable y sus abogados pueden exponer, de manera escrita y
orai, los argumentos pefinentes, concretándose el prilcipio de inmcdiación clue
debc regir en todo proceso constitucional.

10. Sobre la inte¡vención de las pañes, coñesponde señalar que, en tanto que la
potestad dc administrar justicia constituye una manifestación del poder que el
Estado ostenta sobrc las personas, su ejercicio ¡esulta constitucional cuando se

brinda con estricto respeto de los derechos inherentes a todo ser hümano, lo que
incluye cl derecho a ser oído con las debidas garantías.

EXP. N.. 04568-20 r 6-PA/TC
CUSCO
EXPEDITIONS PF,RIi I,PSS VIA]FS
O GLOBO EIRL

12. EÍ ese sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que el
derecho de defensa "obliga al Esfado a tlatar al indiyiduo en bdo momenfo como
un Netuladero suieto del prcceso, en el nas amplio ¡¿ntulo de este (t'ncepto, y no
simplemente coino objefo del mismo"'. y qre "paro que cxi.tta debido proceso legal
es prcciso que un justic¡able puedd hacer valer sus derechos y defender sus
intereses en^.forma efectiNa y en co diciones de ¡gualda(l procesal con otros
justiciables'2.

iltLilllilililil iltililt

I Corte IDll. Caso Ba¡reto Leiva vs. Venezuela. sentencia del 17 de noviembre de 2009.
páÍafo 29.

'Co¡te IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinida<l y Tobago,
sente¡cia del 2l deju¡io de 2002, p¿irrafo 146.

rr{t

defensa inherente a toda persona, cuya manil¡stación primaria es el derecho a ser
oído con todas las debidas garantías al interior de cualquier proceso en el cual se
determinen sus derechos, intereses y obligaciones.

11. Cabe añadir que la pafticipación directa de las partes, en defensa de sus inlereses,
que se concede en la audiencia de vista, también constituye un elemento que
democratiza el proceso. Dc lo contrario, se decidiría sobre Ia esfera de interés de
L¡na persona sin permitirle alegar lo corespondiente a su favol, 1o que resultaria
excluyente y a¡tidemocrático. Además, el Iribunal Constitucional tiene el debcr
ineludible de optimiza¡, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumentos que justifican sus decisiones, porque el Tribunal Constitucioüal se
legitima no por ser un tributal de justicia, sino por la justicia de sus razones! por
expresar de modo sullciente las ¡azones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que resuelve-
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NATURALEZA PRoCESAL DEL Rf,CURSO DE AGRAYIO CONSTITUCIONAL

13. El modelo de "instancia dc fallo" plasmado cn la Constitución no puede ser
desvirtuado por e) Tribunal Constitucional si no es co¡ gravc violación de sus
disposiciones. Dicho Tribunal es su intáprete supremo, pero no su reformador, toda
vez que como órgano constituido también está sometido a Ia Constitución.

14. Cuando se aplica a ün proceso constitucional de la libefad la denominada
"sentencia intcrlocutoria", el recuso de agravio constitucional (RAC) pierde su
verdadera esencia jurídica, ya que el Tribunal Constitucional no tiene competencia
pa¡a "revisar" ni mucho menos "recaliñcar" el recurso de agravio constitucional.

16. Por otro lado, Ia "sentencia interlocuto¡ia" establece como supuestos pam su
aplicación formulas imprccisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,
requiere se¡ aclarado, justificado y concretado en supuestos específicos, a saber,
identiñcar en qué casos se aplicaría. No hacerlo, no deñnirlo, ni justificarlo,
convierte el empleo de la precilada sentencia en arbitra o, toda vez que se podría
al¡ctar, entre otros, el derecho f'undamertal de defensa. en su manifestación de ser
oído con las debidas garantías, pues ello daria lugar a decisiones subjetivas y
carentes de predictibilidad, afectando notablemente a los justiciables, quienes
tendrían que adivinar qué resolverá el Tribunal Constitucional antes de presentar su
¡espectiva demanda.

17. Po¡ Io demás, m afalis ttlutundís, el pÍecedente vinculante contenido en la Sentencia
00987-2014-PA/'I'C repite lo señalado por el Tribunal Constifucional en otros
fallos, como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02877-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituye una ¡eafirmación de la naturaleza
procesal de los procesos coÍstitucionales de Ia libertad (supleto edad, via previa,
vías paralelas, litispendencia, invocación del derecho constitucional liquido y
cierto, etc.).

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libe¡tad sean de
una naturaleza procesal distinta a la de los procesos ordilarios no constituye un
motivo para que se pueda desvirtuar Ia esencia principal del ¡ecu¡so de agravio
conslilücional

Mr1
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15. De conformidad con los articulos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
Tribunal Constitucional no "concede" el recurco. Esta es una competencia de la
Sala Supe or del Poder Judicial. Al Tribunal lo que le coresponde es conocer del
RAC y pronunciarse sobre el fondo. Por e¡de, no le ha sido dada la competencia de
¡echaza¡ dicho recurso, sino por el contra o de "conoce¡" lo que la parte alega
como un agravio que le causa indefensión.
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19. Por tanto, si se tiene en cuenta que la justicia en sede constitucional representa la
última posibilidad para proteger y reparar los derechos fundamentales de los
agraviados, voto a favor de que en el presente caso se convoque a audiencia para la
vista, lo que gamntiza que el T¡ibunal Constitucional, en tanto instancia última y
definitiva, sea la adecuada para poder escuchiu a las personas afectadas en sus
de¡cchos esenciales cuando no encuentran justicia en el Poder Judicial;
especialmente si se tiene en cuenta que, agotada la vía constitucional, aljusticiable
solo le queda el camino de la jurisdicción inte¡nacional de protección de derechos
humanos.

20. Como añ¡mó Raúl Ferrero Rebagliati, "la defensa del derecho de uno es, al mismo
tiempo, una defensa total de la Constitución, pues si toda garantía constitucional
entraña el acceso a la prestación jurisdiccional, cada cual al defender su derecho
está defcndiendo el de los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o
enviiecida sin la protecciónjudicial auténtica".

FtrRRERO COSTA rfWW
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